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El presente expediente que será objeto de sustentación para la obtención del 
título profesional de abogado, comprende una demanda desalojo por la causal 
de ocupante precario. 
En el trámite de este proceso se emitieron sentencias contradictorias, lo que 
pone de manifiesto su principal controversia consistente en determinar si el 
demandado tiene la condición de ocupante precario por el supuesto de título 
fenecido al amparo del Artículo 1704° del Código Civil.  
Esta circunstancia motiva el objetivo del presente informe, porque a través de 
este trabajo se pretende demostrar que efectivamente incurre en situación de 
precariedad, aún más si dicha afirmación es concordante con el Cuarto Pleno 
Casatorio Civil. 
PALABRAS CLAVES 













I. SÍNTESIS DE LA DEMANDA 
El 09 de noviembre de 2001, COMPAÑÍA DE INVERSIONES MONTE 
URBANO S.A., debidamente representada por Augusta María Graciela Aljovín 
de Losada, interpuso DEMANDA DE DESALOJO contra JUAN JOSÉ 
HERBIAS UTRILLA, solicitando que el juzgador ordene al demandado que 
desaloje y le restituya la posesión del inmueble de su propiedad, ubicado en el 
Jirón Ocoña 464 interior N° 01, inscrito en el Asiento N° 01, a fojas 387 del 
tomo 270; y, habiéndose precisado la numeración del inmueble en el asiento N° 
06, a fojas 390 del tomo 270 del Registro de la Propiedad Inmueble de los 
Registros Públicos de Lima. 
Que, su derecho de propiedad constaba en el asiento N° 18, a fojas 216 del 
tomo 383 del mismo registro. 
 
Fundamentos de hecho 
 Manifestó que era propietaria del inmueble ubicado en el Jirón Ocoña 
464 interior N° 01, inscrito en el Asiento N° 01, a fojas 387 del tomo 270; 
y, habiéndose precisado la numeración del inmueble en el asiento N° 06, 
a fojas 390 del tomo 270 del Registro de la Propiedad Inmueble de los 
Registros Públicos de Lima; y, cuyo dominio corría inscrito en el asiento 
N° 18 a fojas 216 del tomo 383 del mismo registro. 
 Si bien en el encabezado del asiento N° 01, a fojas 387 del tomo 270, se 
señala como ubicación del inmueble que éste se encuentra con frente al 
pasaje que conduce de la Calle de Bravo a la Calle de Tacna 
Prolongada, signado con el N° 04 en el plano respectivo, en el asiento 
N° 06, a fojas 390 del referido tomo 270, se señaló que la ubicación del 
inmueble estaba situada con frente al Pasaje Bravo, Prolongación del 
Jirón Ocoña, signado con los N°s 460, 464, 466 y 470. Sin embargo, el 
registrador incurrió en error al cambiar del tomo 270 al 383, ya que en el 
encabezado del asiento 10 a fojas 19 de éste último tomo, el registrador 
indica como ubicación del inmueble con frente al pasaje que conduce de 
la Calle Bravo a la Calle Tacna Prolongada, signada con los números 
460, 464, 466 y 470 modernos. 
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 Que, como consecuencia de una solicitud de su empresa, el error antes 
señalado fue rectificado en Prolongación Jirón Ocoña N° 460, 464, 466 y 
470. 
 Señaló que la inscripción antes citada estaba referida a los inmuebles 
ubicados en el Jirón Ocoña N° 460, 464, 466 y 470, los cuales como 
consecuencia de un procedimiento de independización que siguiera en 
la Municipalidad de Lima, quedaron en 18 unidades inmobiliarias, entre 
ellas, la que cuyo desalojo demandaba. 
 Que, el demandado ocupaba el inmueble de su propiedad sin tener título 
o contrato que se lo permita, teniendo la condición de ocupante precario. 
 
Medios probatorios 
 Copia literal de dominio del inmueble de propiedad de Compañía de 
Inversiones Monteurbano S.A. 
 Copia literal de la Partida Electrónica N° 007024366. 
 Determinación del Impuesto Predial que acredite los pagos efectuados 
por su empresa. 










II. SÍNTESIS DE LA CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA 
 
Con escrito de fecha 04 de enero de 2002, JUAN JOSÉ HERBIAS UTRILLA 
se apersonó al proceso y CONTESTÓ LA DEMANDA en los siguientes 
términos: 
Fundamentos de hecho 
 Sostuvo que ocupaba en forma legítima el inmueble ubicado en el Jirón 
Ocoña N° 464 interior 1 Lima, por más de 30 años, el cual le fue 
entregado en arrendamiento por Alfredo Ruíz Huidoro y su esposa María 
Teresa Costa de Ruiz Huidoro, a quien les abonaba los arrendamientos 
otorgándole los recibos respectivos. Posteriormente, Cia Urbana de 
Rentas Perú S.A. cobró los arrendamientos manifestando que tenía la 
condición de propietarios. 
 Que, la demanda era infundada ya que el accionante sabía 
perfectamente de su condición de inquilino; y, ocupación continúa, 
pacífica y de buena fe que ejercía en el inmueble sublitis, pretendiendo 
hacer ver una ocupación precaria; aún más que la Cia Urbana de Rentas 
Perú había continuado recibiendo los arriendos. 
 Su ocupación legítima se encontraba amparado por ley, de conformidad 
con el Decreto Ley N° 21938; y, las prórrogas que han establecido el 
Estado, por las disposiciones legales emitidas que garantizan su 
ocupación ya que el área que ocupaba era mínima, de 20 m2 
aproximadamente; y, el monto del autovalúo no superaba los S/. 
2,880.00, lo que hacía que la presente acción sea improcedente. 
 Que, prueba de su condición de ocupación legítima del inmueble se 
acreditaba debidamente con las acciones que le iniciara la Cia Urbana 
de Rentas S.A. ante el Décimo Primer Juzgado Civil Sec. Pachas, 
Expediente N° 8768-96, solicitándome los arriendos y cobrando 
judicialmente lo que demostraba que no era ocupante precario. 
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 La situación jurídica de la Cia Urbana de Rentas Perú S.A, quien se 
fusionó, no puede lesionar su derecho de ocupación legítima del 
inmueble sublitis, ya que dicha empresa era parte de la entidad 
accionante como se indicaba en el Asiento 18 de la Ficha expedida por 
los Registros Públicos de la Propiedad Inmueble que había presentado 
el accionante. 
 Que, el demandante no había acreditado fehacientemente su condición 
de propietario del inmueble sublitis, ya que aparecía claramente de las 
anotaciones de los Registros Públicos que existía una Hipoteca a favor 
de María Costa vda. De Ruíz Huidoro; y, por lo tanto, la propietaria 
continúa siendo la referida señorada, conforme aparecía del asiento 17 
de la Ficha Registral de Propiedad Inmueble, que hacía que la acción 
sea improcedente. 
 La demanda era improcedente ya que el Acta de Conciliación de fecha 
21 de septiembre de 2001, no se había mencionado los documentos que 
haya anexado el demandante, resultando incorrecto, además que el 
mismo día haya cursado carta notarial, debiendo pues declarase la 
demanda infundada e improcedente. 
Medios probatorios 
 La declaración de parte que debía efectuar el representante legal del 
demandante. 
 Los recibos de arriendos, otorgados por Teresa Ruíz de Huidoro del 30 
de julio de 1971 y del 30 de octubre de 1971. 
 Los recibos de arriendos otorgados por la Cia Urbana de Rentas del 
Perú S.A., de fecha 10 de marzo de 1992. 
 La carta notarial que le cursó Cia Urbana de Rentas del Perú S.A. de 
fecha 09 de diciembre de 1991. 
 Ficha Literal de la Partida N° 00289359. 
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 El mérito del contenido de los Asientos Registrales del Tomo 383, fs 
215, anot. 16, 17 y 18. 
 Copia del escrito de fecha 22 de septiembre de 1980, presentado por la 
Cia Urbana de Rentas Perú S.A. y la Resolución respectiva de fecha 14 
de octubre de 1980. 
 El mérito de las copias de los procesos seguidos por la Cia Urbana de 
Rentas Perú S.A., seguido en el Expediente N° 2712-78; y, Expediente 
N° 8768-86. 
 El mérito del proceso de desalojo seguido entre las mismas partes, 
Expediente N° 5148-2000. 
 El mérito de los procesos judiciales seguidos entre la Cia Urbana de 
Rentas Perú S.A. con su parte sobre desahucio por falta de pago, 
Expediente N° 2712-78; y, Expediente N° 8768-86. 
 La exhibición de la declaración jurada de autovalúo del inmueble sublitis. 
Se debe mencionar que el demandado dedujo la excepción de falta de 
legitimidad para obrar del demandante, sosteniendo que a la accionante no 
le asistía el derecho para accionar en el presente proceso por cuanto no había 
acreditado fehacientemente tener la condición de propietario del inmueble 
sublitis, no habiendo presentado el testimonio de escritura pública que así lo 
acredite. 
De igual manera, formuló tacha contra el acta de conciliación de fecha 21 de 







III. CONCORDANCIAS Y CONTRADICCIONES ENTRE LOS 




En el presente proceso no es posible identificar las concordancias entre los 
hechos afirmados por las partes de este proceso. 
 
Contradicciones 
 El demandante alegó tener la condición de propietario; mientras que el 
demandado sostuvo que el accionante no había acreditado 
fehacientemente su condición de propietario del inmueble. 
 El accionante sostuvo que el demandado tenía la condición de precario 
porque no tenía contrato a su favor; en tanto que, el demandado negó 













IV. SÍNTESIS DE LA AUDIENCIA ÚNICA 
 
El 01 de abril de 2002, ante el Vigésimo Noveno Juzgado Especializado Civil de 
Lima se realizó la audiencia única con la participación del representante legal 
de la demandante Compañía de Inversiones Monte Urbano Sociedad Anónima; 
y, el demandado. 
En esta diligencia, se procedió con los siguientes actos procesales: 
Saneamiento del proceso 
En este estado, se advierte que el demandado dedujo la excepción de falta de 
legitimidad para obrar del demandante, por lo que el juzgador emitió la 
Resolución N° 06, con el que lo declaró infundada; y, en consecuencia, 
saneado el proceso y la existencia de una relación jurídica procesal válida entre 
las partes. 
En ese estado, la abogada del demandado formuló apelación contra la 
mencionada resolución, reservándose el derecho de fundamentarla y 
acompañar el arancel judicial correspondiente1. 
Conciliación 
El juzgador propició la conciliación entre las partes, proponiendo como fórmula 
conciliatoria que el demandado cumpla con entregar y restituir el bien materia 
de la demanda en el plazo de 04 meses a partir de la fecha, sin costas ni 
costos, lo que las partes lo rechazaron. 
 
                                                          
1
 De autos se verifica que efectivamente con escrito de fecha 04 de abril de 2002, el demandado 
presentó el escrito de apelación contra la Resolución N° 06, que declaró infundada la excepción que 
dedujo. De esta manera, con Resolución N° 09, de fecha 08 de abril de 2002, el juzgado concedió sin 
efecto suspensivo y con la calidad de diferida. Es pertinente precisar que de conformidad al Artículo 
556° del Código Procesal Civil, la apelación contra la resolución que desestima una excepción, son 
apelables en la misma audiencia, sin efecto suspensivo y con la calidad de diferida, regulándose su 
trámite por lo dispuesto en el Artículo 369° del Código Procesal Civil. 
De esta manera, la apelación planteada por el demandado, deberá ser resuelta conjuntamente con la 
apelación de la sentencia, como así ocurrió en el presente proceso, por cuanto se verifica de la sentencia 
de segunda instancia que, en principio, la Sala Superior confirmó la Resolución N° 06, que declaró 




Fijación de puntos controvertidos 
Acto seguido se procedió a fijar los puntos controvertidos que van a ser materia 
de probanza. 
 Determinar si la accionante era el propietario del predio cuya 
desocupación solicitaba. 
 Determinar si procedía que el demandado desocupe el inmueble materia 
de la demanda, por tener la calidad de ocupante precario. 
Saneamiento probatorio 
En esta diligencia, el juzgador emitió la Resolución N° 07, declaró 
improcedentes las tachas citadas por el demandado, por lo que, en ese estado, 
la parte demandada formuló recurso de apelación contra dicha resolución, 
reservándose el derecho de fundamentarlo en el plazo legal correspondiente2. 
Seguidamente, se procedió a la admisión de los medios probatorios ofrecidos 
por la parte accionante y los de la parte demandada. 
Actuación probatoria 
En esta diligencia se procedió a la declaración de parte de la representante 
legal de la demandante; y rechazó la exhibición de la declaración jurada de 
autovaluo por ser impertinente ya que estando a la naturaleza de la pretensión, 





                                                          
2
 Sin embargo, pese a que la parte demandada formuló recurso de apelación en la misma audiencia 
única, no presentó el escrito de fundamentación de su medio impugnatorio, por lo que debe entenderse 
que dicho medio impugnatorio es como no se hubiera interpuesto. 
3
 Atendiendo a que en el proceso se fijaron como puntos controvertidos del proceso el determinar si la 
accionante era el propietario del predio cuya desocupación solicitaba; y, si el demandado tenía la 
calidad de ocupante precario; y, se ofreció como elemento probatorio la exhibición de la declaración 
jurada de autovaluo, se tiene a que el mismo en nada conllevaría a esclarecer las controversias 
determinadas por el juzgador, deviniendo claramente en impertinentes. 
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V. ÓRGANOS JURISDICCIONALES 
 
Sentencia de Primera Instancia 
Con Resolución N° 08, de fecha 01 de abril de 2002, el Vigésimo Noveno 
Juzgado Civil de Lima emitió sentencia de primera instancia con el que 
declaró infundada la demanda, interpuesta por la Compañía de Inversiones 
Monte Urbano Sociedad Anónima sobre desalojo por ocupación precaria, 
con costas y costos. 
El juez de primera instancia fundamentó su decisión en que, si bien el 
demandante había acreditado tener la calidad de propietaria del bien 
conforme a la copia literal que obra en autos, no era menos cierto que con 
los elementos probatorios que ofreció el demandado, éste había acreditado 
tener la calidad de arrendatario de los anteriores propietarios del bien, 
sucesión de Alfredo Ruíz Huidobro y la Cia Urbana de Rentas Perú 
Sociedad Anónima. Sin embargo, si bien la accionante cursó una carta 
notarial a la demandada poniendo fin a toda relación contractual que 
hubiera podido existir con relación al bien inmueble, el mismo fue remitido 
con posterioridad a la realización del procedimiento conciliatorio, por lo que 
no se encontraba incurso en lo preceptuado por el Artículo 911° del Código 
Civil. 
Es pertinente mencionar que el órgano jurisdiccional de primera instancia 
fundamentó su decisión sobre la base del Artículo 911° del Código Civil, el 
que fue invocado por el sujeto accionante, quien en su escrito de demanda 
alegó que el demandado tenía la condición de ocupante precario sobre su 
bien, sustentándolo en lo dispuesto en dicha disposición normativa. 
De igual manera, de la sentencia de primera instancia se advierte que el 
juzgador adoptó su decisión observando el principio de congruencia 
procesal que rige la motivación de resoluciones judiciales, puesto que, de 
acuerdo a lo solicitado por el sujeto activo de este proceso, se tiene que 
éste requirió la restitución del bien inmueble de su propiedad a cargo del 
demandado, quien supuestamente lo ocupaba precariamente; y, el 
demandado negó tener dicha condición por ser arrendatario, frente a lo 
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cual el juzgador se pronunció sobre dicho conflicto de intereses, 
concluyendo sobre la base de los medios probatorios ofrecidos por los 
sujetos procesales que el accionante tenía la condición de propietario sobre 
el bien inmueble reclamado; y, que el demandado había acreditado tener la 
condición de arrendatario de los anteriores propietarios, por lo que no se 
encontraba incurso en lo preceptuado en el Artículo 911° del Código 
sustantivo. 
 
Sentencia de la Sala Superior- Segunda Instancia 
La Quinta Sala Civil emitió sentencia de segunda instancia el 08 de julio 
2002, con el que revocaron la sentencia venida en grado de apelación; 
reformándola, declararon fundada la demanda interpuesta, 
consecuentemente, ordenaron que el demandado desocupe y restituya el 
inmueble de propiedad de la demandante Compañía de Inversiones Monte 
Urbano Sociedad Anónima, ubicado en Jirón Ocoña N° 464, interior 1 Lima, 
en el plazo de 06 días. 
En este supuesto, la Sala Superior consideró que efectivamente la entidad 
accionante había acreditado ser la propietaria del inmueble sub litis; y, que 
remitió carta notarial con el cual dio por concluido el contrato de 
arrendamiento, por lo que, a la fecha de interposición de la demanda, el 
demandado tenía la calidad de precario. 
En atención a la sentencia de segunda instancia, es pertinente tener 
presente que la empresa accionante interpuso su recurso de apelación 
contra dicha resolución judicial, sustentándolo en que el juzgador de 
instancia realizó una interpretación contraria al Artículo 1365° del Código 
Civil, alegando en que de acuerdo a los recibos de arrendamiento 
presentados por el accionado daban lugar a un contrato por tiempo 
indefinido, siendo de aplicación dicha disposición normativa; y, en mérito al 
cual, remitieron la carta notarial de resolución de contrato que data de 
fecha 22 de septiembre de 2001. En tal sentido, para la fecha de 
interposición de la demanda, 09 de noviembre de 2011, el demandado ya 
tenía la condición de ocupante precario. 
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El Superior en grado, consideró que si bien el Artículo 1365° del Código 
Civil, establecía que los contratos de ejecución continuada que no tengan 
plazo convencional o legal determinado, cualquiera de las partes podía 
ponerle fin mediante aviso previo remitido por la vía notarial con una 
anticipación no menor de 30 días; y, transcurrido dicho plazo, el contrato 
quedaba resuelto; también lo era que las normas aplicables al caso eran 
las contenidas en los Artículos 1703° y 1704° del Código Civil, por ser 
específicas al caso en concreto. 
Es así que, sobre la base de los últimos dispositivos legales mencionados, 
concluyó que con la carta notarial que envió el accionante el 22 de 
septiembre de 2001, se convirtió en precario el demandado, por lo que, a la 
fecha de interposición de la demanda, ya tenía dicha condición, por haber 
fenecido el título, conforme lo establecía el Artículo 911° del Código Civil. 
Evidentemente, de lo antes descrito se evidencia que el Superior jerárquico 
sustentó su decisión de revocación de la sentencia de primera instancia 
sobre la base de dispositivos legales que no fueron sustentados por el 
apelante. Sin embargo, en opinión personal, consideraría que dicha 
normatividad empleada fue la correcta para el caso en concreto si de 
acuerdo a lo alegado por el demandante y el demandado, el conflicto de 
intereses conlleva analizar si con la carta notarial que remitiera el 
demandante al accionado, se concluyó el mismo, haciendo que tenga la 
condición de ocupante precario del bien por negarse a restituirlo; supuestos 
regulados específicamente en los Artículos 1703° y 1704° del Código Civil, 
por ser normatividad de los contratos de arrendamiento de duración 
indeterminada como en el caso en concreto. 
Que, lo efectuado a nivel de segunda instancia encontraría fundamento en 
el principio “Iura Novit Curia”, regulado en el Artículo VII del Título 
Preliminar del Código Procesal Civil, puesto que, a través del mismo, los 
jueces se encuentran obligados a resolver el caso en concreto en la 
normatividad que corresponda, incluso cuando no fue invocado por las 
partes, como ocurrió en el proceso, puesto que como se vio, la Sala 
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Superior resolvió sobre la base de dispositivos legales distintos al invocado 
por el apelante. 
En este orden de ideas, considero tener presente el siguiente extracto 
jurisprudencial: “A través del principio “Iura Novit Curia”, se reconoce al 
juez la facultad de subsumir los hechos alegados y probados por las partes 
dentro del tipo legal pertinente, aún en el supuesto que los justiciables 
hubieran invocado la aplicabilidad de otras disposiciones; sin embargo, el 
empleo de este principio por parte del juez debe operar con prudencia, 
limitado por el principio de congruencia procesal, es decir, no puede ir más 
allá del petitorio ni fundarse la decisión en hechos diversos de los que 
hayan sido alegados por las partes en el decurso del proceso”4. 
 
Sentencia de la Corte Suprema 
La Sala Civil Permanente de la Corte Suprema de Justicia de la República 
emitió sentencia casatoria el 04 de junio de 2004, con el que declararon 
fundado el recurso de casación interpuesto por el demandado por la causal 
de inaplicación de normas de derecho material; y, en consecuencia, 
casaron la sentencia de vista, de fecha 08 de julio de 2002, la misma que 
declaró nula y sin efecto. Actuando como organismo de mérito confirmaron 
la sentencia apelada de fecha 01 de abril de 2002, que declaró infundada la 
demanda de desalojo por ocupante precario. 
Por su parte, la Corte Suprema adoptó dicha decisión considerando que 
con la aludida carta se había dado aviso extrajudicial para dar término a un 
contrato de arrendamiento de duración indeterminada conforme al Artículo 
1703° del Código Civil, faltando la desocupación del predio la norma no 
señaló que en ese supuesto el arrendatario se convierta en ocupante 
precario. En consecuencia, el título que detentaba el demandado para 
ocupar el bien aún no había fenecido en tanto no se produzca la 
desocupación efectiva del inmueble; y, por consiguiente, no se encontraba 
incurso en la previsión contenida en el numeral 911° del Código Civil. 
                                                          
4
 Casación N° 2424-2011-Ica. El Peruano, 01 de febrero de 2016, C. 7ma, p. 74036. 
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Que, la Corte Suprema declaró procedente el recurso de casación 
interpuesto por el demandado en el supuesto de inaplicación del Artículo 
1700° del Código Civil, del Decreto Ley N° 21938 y de la Ley N° 27590. 
Para ello, en el tercer considerando de la sentencia casatoria refirió que 
para analizarse si en el caso de autos se había dejado de aplicar las 
normas legales anotadas en el primer considerando, ineludiblemente tenía 
que analizar los hechos aportados al proceso, no para cambiar el sentido 
de la decisión de la instancia de mérito, sino para determinar si las aludidas 
normas eran o no de aplicación en el proceso. 
De esta manera, el análisis de los hechos le permite alcanzar convicción 
que el demandado no tenía la calidad de precario, sino la de arrendatario y 
que la carta notarial que remitió la entidad accionante no lo convertía en 
ocupante precario, de conformidad a los Artículos 1365° y 1703° del Código 
Civil. 
En ese orden de ideas, concluye que el título que detenta el demandado 
para ocupar el bien no ha fenecido en tanto no se produzca la 
desocupación efectiva del inmueble; y, por consiguiente, no se encontraba 
incurso en la previsión contenida en el Artículo 911° del Código Civil, 
relativo a la ocupación precaria. Y, que además no era aplicable para 
resolver la presente controversia la norma contenida en el Artículo 1700° 
del Código Civil, puesto que en el proceso no se había acreditado que el 
demandado ocupe el bien inmueble en virtud de un contrato de 
arrendamiento de duración determinada. 
Lo antes mencionado, permite sostener que la Corte Suprema se encarga 
de determinar la configuración de la causal de infracción normativa de 
inaplicación del Artículo 1700° del Código Civil que fue denunciado por el 
demandado en su recurso de casación, señalando que las demás normas 
acotadas cuya inaplicación era objeto de denuncia casatoria no eran 
pertinentes en atención a que en el presente caso no estaba en discusión 
el vencimiento del contrato de arrendamiento, sino la calidad de precario 
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del demandado, por lo que una eventual aplicación de dichos dispositivos 
en nada alteraría el sentido de la decisión adoptada. 
Todo lo referido en las líneas anteriores da lugar a concluir que la Sala 
Suprema se encargó de emitir decisión sobre la base de las denuncias que 
fueron declaradas procedentes en el auto calificatorio del recurso de 
casación, por lo que sobre ese extremo no podemos alegar algún error en 
el que haya incurrido; no obstante, personalmente  no comparto la decisión 
adoptada en la Suprema, de acuerdo a lo que se resolverá en los 




















1. Problema Principal 
De acuerdo a lo solicitado por el accionante y lo negado por la 
demandada, surge la siguiente interrogante: 
 
¿Corresponde la restitución del bien a cargo del demandado? 
 
2. Problema Secundario 
Atendiendo a los actos procesales desarrollados en el presente proceso, 
surge la siguiente interrogante: 
 
¿El accionante del presente proceso tenía legitimidad para obrar 
activa para poder incoar la acción de desalojo? 
 
¿El accionado del presente proceso tenía legitimidad para obrar 













VII. ELEMENTOS JURÍDICOS NECESARIOS PARA EL 





 Código Civil: Artículo 911°.  
 Código Procesal Civil: Artículos 593° y 585°. 
Tales dispositivos legales fueron las citadas por la empresa accionante, 
quien al alegar que el demandado tenía la condición de ocupante 
precario, sustentándolo en lo dispuesto en el Artículo 911° del Código 
Civil; y, al incoar la acción de desalojo, lo fundamentó en el Artículo 585° 
del Código Procesal Civil; y, de declararse fundada la demanda, el 




 Decreto Ley N° 21938. 
El demandado negó tener la condición de ocupante precario y ejercer la 
ocupación sobre el bien en forma legítima, en tanto le había sido 
entregado en calidad de arrendamiento, por lo que su ocupación estaba 
amparada en la Ley N° 21938 y demás disposiciones del Código Civil. 
 
Del Juez de primera instancia: 
 Código Civil: Artículo 911°. 
 Código Procesal Civil: Artículo 196°. 
El juzgador de primera instancia tuvo en consideración la carga de la 
prueba, regulada en el Artículo 196° del Código Procesal Civil; y, sobre 
la base de las alegaciones efectuadas por las partes de este proceso, 
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declaró infundada la demandada, al considerar que el demandado 
efectivamente tenía la condición de arrendatario del inmueble; y, que 
como la carta notarial que remitió la empresa accionante fue posterior al 
acta de conciliación extrajudicial, el demandado no se encontraba 
incurso en lo preceptuado en el Artículo 911° del Código Civil. 
Se evidencia que el juez de primera instancia, resolvió en atención a la 
normativa que fue alegada por el demandante. 
 
De la Sala Superior: 
 Código Civil: Artículos 911°, 1365°, 1703° y 1704°. 
La Sala Superior revocó la sentencia de primera instancia, reformando la 
sentencia apelada y declarando fundada la demanda, aplicando los 
dispositivos legales de primera instancia, como el Artículo 911° del 
Código Civil; y, Artículo 1365° que había sido denunciado por el apelante 
en el recurso de apelación. 
Sin embargo, sustentó su decisión en los Artículos 1703° y 1704° del 
Código Civil, por considerarlas que eran aplicables al caso en concreto 
por estar en discusión un supuesto de contrato de arrendamiento 
indeterminado, lo que desde mi punto de vista está amparo en el 
principio del “iura novit curia”. 
 
De la Corte Suprema: 
 Código Civil: Artículos 911°, 1365°, 1700°,1703° y 1704°. 
La Corte Suprema en su sentencia casatoria se encargó de verificar que 
no se configuró la causal de infracción normativa de inaplicación del 
Artículo 1700° del Código Civil por no haberse acreditado la existencia 
de un contrato de arrendamiento de fecha determinada; y, optó por casar 
la sentencia de vista y confirmar la sentencia apelada que declaró 
infundada la demanda, por considerar que los dispositivos legales 
aplicables al caso eran los Artículos 1703° y 1704° del Código Civil, por 
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ser disposiciones normativas que preceptúan asuntos relativos al 
contrato de arrendamiento; y, de igual manera el Artículo 911° del 
Código Civil porque se alegó la condición de precario al demandado. 
 
Doctrina 
El derecho de propiedad: inscripción 
Huerta (2010) indica: “El derecho de propiedad es un derecho fundamental 
reconocido en la Constitución Política del Perú y como un derecho humano 
demanda su protección, por lo que su afectación no puede ser arbitraria 
sino que debe seguir un debido proceso (…)” (p. 271). 
De igual manera, se tiene que tener presente que el derecho de propiedad 
es un derecho fundamental de la persona, por encontrarse regulado como 
tal en el Artículo 70° de la Constitución Política. 
En estas líneas, Rubio (2010) indica: 
 “(…) el Derecho peruano, ha adoptado el sistema espiritualista francés, del 
solo consenso, por el cual, la sola voluntad de las partes contenida en el 
acto jurídico creador de la relación obligacional, contrato de compraventa, 
donación, dación en pago (…), etc., resultando suficiente para producir un 
efecto traslativo de la propiedad inmobiliaria, no siendo necesaria ni la 
entrega del inmueble ni de la inscripción de la transferencia en el Registro 
de propiedad inmueble de la Sunarp, ya que la traslación de dominio de 
inmuebles en nuestro país, opera extrarregistro, lo cual difiere totalmente 
de otros sistemas existentes en la legislación comparada (…)”. (p. 189). 
Con lo referido por el autor de la referencia, se tiene que la propiedad como 
derecho real no requiere de su inscripción en los Registros Públicos para 
que se constituya como tal puesto que nuestro ordenamiento jurídico 
adoptó el sistema espiritualista francés o de transferencia de bienes 
inmuebles con el solo consenso, esto significa, que la propiedad se 
adquiere por la sola voluntad de las partes.  
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En este sentido, los Registros Públicos no cumplen una función constitutiva 
del derecho de propiedad en bienes inmuebles, sino que (…) brinda 
seguridad jurídica, que con sus fortalezas y debilidades se ha tomado en 
serio su labor, es por ello que se justifica la rigidez en la calificación 
registral de los títulos para que luego, una vez inscrito el acto o derecho no 
se pueda declarar la nulidad o invalidez de los títulos y por consiguiente de 
los asientos registrales. Pero Registros Públicos no solo genera los efectos 
de la publicidad registral oponibles erga omnes sino que nuestro 
ordenamiento busca la protección de las adquisiciones efectuadas 
mediante los principios registrales como efectos de las inscripciones, el 
Principio de Legitimación y el Principio de la Fe Pública Registral. (Huerta, 
2013, p. 5). 
 
El derecho de posesión: precariedad y desalojo 
Ronquillo (2014) afirma: 
La posesión es un hecho jurídico, entendiéndose por este a cualquier 
acontecimiento proveniente de la naturaleza o del comportamiento 
humano, al cual el ordenamiento jurídico le atribuye una consecuencia 
jurídica consistente en crear, modificar o extinguir situaciones y/o 
relaciones jurídicas. (p. 32) 
En este proceso está en conflicto la posesión sobre un determinado bien 
inmueble, por cuanto la Compañía de Inversiones Monte Urbano S.A., 
considera tener derecho a la restitución de un bien inmueble por ser 
propietaria. 
Así, el derecho a la posesión es un derecho real, reconocido en el Artículo 
896° del Código Civil, que se configura como una determinada situación de 
hecho por cuanto un sujeto ocupa el bien (tratándose de bienes inmuebles) 
o, lo usa (en el supuesto de bienes muebles). 
Que, en el presente, se alega que la Compañía de Inversiones Monte 
Urbano ocupa precariamente el bien inmueble de propiedad de la 
accionante. Sobre ello, Gonzales (2011) sostiene “(…) el precario es aquel 
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que posee por gracia o tolerancia del concedente, quien puede libremente 
revocar su voluntad y exigir la devolución del bien. Aquí se encontraría el 
caso del amigo a quien por liberalidad se le entrega la casa para que la 
ocupe hasta que el dueño lo decida” (p. 157). 
Para ello, como se había mencionado, conviene tener presente que el 
Artículo 911° del Código Civil establece que el poseedor precario es aquel 
que ocupa un bien sin título alguno o cuando el que tenía feneció. 
Asimismo, actualmente el Cuarto Pleno Casatorio Civil, estableció como 
regla jurisprudencial vinculante que poseedor precario es aquel que ocupa 
un bien inmueble ajeno, sin pago de renta y sin título que justifique la 
posesión, o cuando el que tenía no genera ningún efecto de protección 
jurídica. 
Si en la realidad se presente un conflicto respecto al derecho de posesión 
como ocurrió en este caso, corresponde interponerse una demanda de 
desalojo, lo que en palabras de Lama (2013): 
En la vía del proceso sumarísimo de desalojo por causal de posesión 
precaria, existe una confrontación o conflicto respecto de derechos 
posesorios referidos a un mismo predio –aplica también para otro tipo de 
inmueble o muebles-; vencerá en este caso quien evidencie y acredite 
tener mejor derecho a poseer el bien; en el caso del demandado si llega 
acreditar que tiene título posesorio válido para permanecer en el uso del 
bien; o que el título que cuenta se encuentre probablemente afectado con 
invalidez, pero que esta no sea evidente o manifiesta y que requiera de una 
amplia actuación probatoria para evidenciar su invalidez, será vencido el 
demandado si no acredita tener título posesorio que justifique mantenerse 
en posesión del bien, sea porque nunca tuvo título posesorio o porque si 
alguna vez lo tuvo éste feneció (…). (p. 34). 
Efectivamente, de conformidad al Artículo 546° inciso 4 del Código 
Procesal Civil, corresponde que una demanda de desalojo se tramite en la 
vía del proceso sumarísimo. Como ya se mencionó, en este proceso se 
discute el derecho real de posesión; y, si se alega que quien ocupa un bien 
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tiene la condición de precario, debe considerarse tal condición a lo 
dispuesto en el Artículo 911° del Código Civil y las reglas vinculantes 
establecidas en el Cuarto Pleno Casatorio Civil. 
En este proceso de desalojo lo que se busca es que se ordene la 
restitución del bien a cargo de quien lo ocupa precariamente, conforme así 




 “(…) el derecho de propiedad reconocido como derecho fundamental en 
los artículos 2 inciso 8) y 16), y 70) de la Constitución Política del 
Estado, debe ser concebido como el poder jurídico que permite a una 
persona usar, disfrutar, disponer y reivindicar un bien; pudiendo el 
propietario servirse directamente de bien, percibir frutos y sus productos, 
y darle el destino o condición conveniente a sus intereses patrimoniales; 
siempre y cuando se ejerza en armonía con el bien común y  dentro de 
los límites de ley”. 
CASACIÓN N° 3130-2015-LA LIBERTAD. SALA CIVIL PERMANENTE 
DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPÚBLICA. LIMA, 
11 DE AGOSTO DE 2016. 
 
 “El derecho de propiedad es un derecho fundamental que guarda una 
estrecha relación con la libertad personal, pues a través de él se expresa 
la libertad económica que tiene toda persona en el Estado Social y 
Democrático de Derecho”. 
CASACIÓN N° 511-2016-CUSCO. SALA CIVIL PERMANENTE DE LA 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. LIMA, 30 DE MARZO DE 2017. 
 
 “Se configura la ocupación precaria cuando se posee sin título alguno, 
esto es, sin la presencia y acreditación de ningún acto o hecho que 
justifique el disfrute del derecho a poseer. Proceso de nulidad de acto 
jurídico (testamento) que se encuentra en trámite, no enerva la condición 
de precario de los demandados”. 
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CASACIÓN N° 1163-2017-PIURA. SALA CIVIL PERMANENTE DE LA 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPÚBLICA. LIMA, 21 DE 
NOVIEMBRE DE 2018.  
 
 “De la lectura del artículo 911 del Código Civil, queda claro que la figura 
del precario se va a presentar cuando se está poseyendo sin título 
alguno, esto es, sin la presencia y acreditación de ningún acto o hecho 
que justifique el derecho al disfrute del derecho a poseer y en el segundo 
supuesto que contempla la norma es que el título de posesión que 
ostentaba el demandado haya fenecido, sin precisar los motivos de tal 
fenecimiento, por lo que resulta lógico concebir que dicha extinción se 
puede deber a diversas causas, tanto intrínsecas o extrínsecas al mismo 
acto o hecho, ajenas o no a la voluntad de las partes involucradas; 
entendiéndose que el acto o hecho existente, en el que el demandado 
venía sustentando su posesión, al momento de la interposición de la 
demanda, ha variado, debido a un acto que puede o no depender de la 
voluntad de las partes, variación que deja de justificar la posesión del 
demandado y, por ende, corresponde otorgársela al demandante, por 
haber acreditado su derecho a tal disfrute”. 
CASACIÓN N° 1421-2017-AREQUIPA. SALA CIVIL TRANSITORIA DE 
LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPÚBLICA. LIMA, 12 
DE NOVIEMBRE DE 2018.  
 
 “Una persona tendrá la condición de precaria cuando ocupe un inmueble 
ajeno, sin pago de renta y sin título para ello, o cuando dicho título según 
las pruebas presentadas en el desalojo, no genere ningún efecto de 
protección para quien ostente la posesión inmediata, frente al 
reclamante”. 
CASACIÓN N° 2169-2017-LIMA SUR. SALA CIVIL TRANSITORIA DE 
LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPÚBLICA. LIMA, 26 
DE SEPTIEMBRE DE 2018.  
 
 “No es ocupante precario aquel que ejerce la posesión de un bien 
inmueble en virtud a un título vigente”. 
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CASACIÓN N° 3530-2017-ICA. SALA CIVIL TRANSITORIA DE LA 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPÚBLICA. LIMA, 12 DE 
NOVIEMBRE DE 2018.  
 
 “El artículo 911 del Código Civil señala que la posesión precaria es 
aquella que se ejerce sin título alguno o cuando el que se tenía ha 
fenecido; por ende, para que prospere la acción es necesaria la 
existencia indispensable de tres presupuestos: a) Que el actor acredite 
plenamente ser titular de dominio del bien inmueble cuya desocupación 
solicita; b) Que se acredite la ausencia de relación contractual alguna 
entre el demandante y el emplazado; y, c) Que para ser considerado 
precario debe darse la ausencia absoluta de cualquier circunstancia que 
justifique el uso y disfrute del bien por la parte emplazada. En el 
presente caso, el heredero legal de quien ostentaba el derecho real de 
propiedad sobre un bien inmueble no puede ser considerado como 
ocupante precario de aquel, su sola vocación hereditaria constituye el 
título que justifica dicha posesión””. 
CASACIÓN N° 244-2017-LIMA. SALA CIVIL TRANSITORIA DE LA 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPÚBLICA. LIMA, 28 DE 



















Luego de haber desarrollado un resumen de los actos procesales más 
importantes del presente expediente y haber identificado los problemas 
jurídicos que han surgido de su tratamiento, corresponde darles respuesta en 
este apartado porque considero que esto constituye el aspecto de discusión de 
fondo del presente proceso. 
 
 ¿El accionante del presente proceso tenía legitimidad para obrar activa 
para poder incoar la acción de desalojo? 
La interrogante antes planteada surge por cuanto se está frente a una acción 
de desalojo por ocupación precaria incoado por Compañía de Inversiones 
Urbano S.A. contra José Herbías Utrilla para que desocupe el inmueble de su 
propiedad, ubicado en el Jirón Ocoña 464 interior 1, Cercado de Lima. 
Antes de proceder a determinar si el accionante contaba o no con legitimidad 
para obrar activa, debo indicar que se está frente a un proceso de desalojo, 
que en palabras de Mejorada (2013): 
El desalojo es una acción que enfrenta el derecho de posesión con el derecho 
a poseer, pero solo sobre la base de las apariencias que los contenedores 
pueden mostrar. En un desalojo será vencedor quien se presenta como titular 
del derecho a gozar del bien y será vencido quien no muestra con claridad su 
derecho a conservar la cosa, todo en una evaluación sumaria de la situación. 
(p. 19) 
De acuerdo a lo sostenido por el autor de la referencia, el desalojo es aquella 
acción judicial promovida por una determinada persona que considera tener 
derecho a la restitución de un bien, tal como se desprende del Artículo 585° del 
Código Procesal Civil. 
Esta acción se dirige contra aquella persona que no tiene derecho a ejercer la 
posesión del inmueble que se estaría reclamando, por cuanto en estos 
procesos no se cuestiona el derecho de propiedad del mismo sino el derecho a 
poseer, reclamado judicialmente. 
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En este sentido, el desalojo cumple con la finalidad de “restitución del bien”, tal 
como así lo señala Sagástegui (2006):   
El proceso de desalojo tiene por objeto asegurar la libre disposición de ciertos 
bienes, cuando son detentados sin título alguno contra la voluntad de quienes 
tienen derecho a él. Su objeto es, entonces, dejar libre el uso de los bienes 
materia del litigio, sustrayéndolos, con el auxilio de la fuerza pública sí fuese 
necesario, a la acción de sus detentadores. (p. 17) 
De conformidad al Artículo 585° del Código Adjetivo, la presente acción tiene 
por objeto la “restitución de un predio” que se encuentra poseído por otra 
persona, quien no tendría derecho a la ocupación del mismo, aún más si como 
ya lo había mencionado en líneas anteriores, lo que se discute en estos 
procesos es solo el derecho de posesión, por cuanto es lo único que se 
reclama y no la propiedad del bien. 
La restitución del inmueble, como lo sostiene Gonzáles (2014): “(…) implica 
que el demando devuelve el bien al demandante, quien antes le había 
concedido voluntariamente la posesión. Por tanto se trata de un instrumento de 
tutela de la posesión mediata, a efectos de que el cedente obtenga la posesión 
directa por virtud de la devolución que deberá realizar el demandado” (p. 49). 
En este sentido, interpretando el Artículo 585° del Código Procesal Civil, debe 
entenderse por “restitución” del bien como la entrega de la posesión que 
protege el Artículo 911° del Código Civil, para garantizar al sujeto a quien 
corresponde dicho derecho a ejercer el pleno disfrute del mismo. 
De acuerdo a lo mencionado, el desalojo es la acción judicial tendiente a la 
restitución de un bien, que viene siendo ocupada por persona distinta a su 
titular. En este sentido, la parte accionante decide iniciar un proceso judicial 
para obtener dicha finalidad, si no es por voluntariedad entonces por la fuerza 
con el lanzamiento del demandado. 
De acuerdo al Artículo 586° del Código Procesal Civil se regula el sujeto activo 
y pasivo en el desalojo, disponiéndose que “Pueden demandar: el propietario, 
29 
 
el arrendador, el administrador y todo aquel que, salvo lo dispuesto en el 
Artículo 598°, considere tener derecho a la restitución de un predio. 
Pueden ser demandados: el arrendatario, el subarrendatario, el precario o 
cualquier otra persona a quien le es exigible la restitución”. 
De lo citado, se desprende que nuestro ordenamiento jurídico regula en forma 
expresa que el sujeto legitimado activo para incoar la acción de desalojo recae 
en el propietario del bien, en el arrendador y cualquier otro quien considere 
tener derecho a la restitución del bien. Sobre esto, Cárdenas (2014) afirma: 
En los procesos de desalojo, y de acuerdo al artículo 586 del Código Procesal 
Civil. La legitimación activa la tiene no solo el propietario sino también el 
administrador y todo aquel que se considere tener derecho a la restitución del 
bien. Asimismo, respecto a la legitimidad para obrar pasiva, se encuentra todo 
aquel que ocupa el bien sin acreditar su derecho a permanecer en el disfrute de 
la posesión inmediata o que en todo caso, sea porque nunca tuvo título o el 
que tuvo ha fenecido. (p. 83) 
Asimismo, Torres (2015) sostiene: 
(…) el sujeto que goza de legitimación para obrar activa no solo puede ser el 
propietario, sino también, el administrador y todo aquel que considere tener 
derecho a la restitución de un predio. (…) el desalojo por ocupación precaria no 
exige de modo alguno que deba ser incoado únicamente por quien ostenta la 
propiedad del bien (…). (p. 51) 
Como ya se había indicado, de conformidad al Artículo 586° del Código 
Procesal Civil, el sujeto legitimado activo para interponer la demanda de 
desalojo recae en el propietario, el arrendador, el administrador y todo aquel 
que considere tener derecho a la restitución de un predio.  
En el presente proceso, se tiene que la Compañía de Inversiones Monte 
Urbano S.A. acreditó tener la calidad de propiedad del bien inmueble sublitis, 
según fluye del asiento 18 de la copia literal de todos los asientos de dominio 
obrante a fojas 6 a 35, expedida por el Registro de Propiedad Inmueble de 
Lima, en el que aparecía como nueva propietaria del bien inscrito en dicha 
partida por haberse fusionado la Cia Urbana de Rentas del Perú S.A. y la 
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Compañía de Inversiones Montealegre de Perú S.A., por escritura pública del 
16 de mayo de 1994. 
 
 ¿El accionado del presente proceso tenía legitimidad para obrar pasiva 
en condición de ocupante precario?; y, de acuerdo a esto, responder la 
interrogante principal, ¿corresponde la restitución del bien a cargo del 
demandado por tener la condición de ocupante precario? 
Esta interrogante resulta de importancia resolverlo por cuanto la acción de 
desalojo que se interpuso fue al amparo de la causal de ocupación precaria, 
siendo necesario determinar qué se entiende por ocupante precario en nuestro 
sistema jurídico y si dicha condición opera en un supuesto de contrato de 
arrendamiento como lo alegó el demandado. 
En este sentido, se hace necesario determinar cuáles son los supuestos que la 
ley considera como ocupación precaria, para establecer más adelante si el 
demandado tiene la condición de poseedor precario. 
Respecto a ello, el Artículo 911° del Código Civil establece la ocupación 
precaria, prescribiendo que es la que se ejerce sin título alguno o cuando el que 
se tenía ha fenecido. 
Este tipo de posesión es considerada como una clandestina por cuanto la 
persona que ocupa un inmueble lo hace sin derecho alguno, por cuanto no 
cuenta con título que justifique su posesión o el que tenía dejó de producir los 
efectos jurídicos. 
En estas mismas líneas, Rioja (2012) indica que “(…) Conforme lo ha señalado 
la Sala Plena, una persona tendrá la condición de precaria cuando ocupe un 
inmueble ajeno, sin pago de renta y sin título para ello, o cuando dicho título no 
genere ningún efecto de protección para quien lo ostente, frente al reclamante 
por haberse extinguido el mismo” (p. 36). 
Por su parte, Gonzáles (2012) agrega lo siguiente: 
No existe precariedad cuando se posee a título de propietario, o sobre 
inmuebles de propiedad ajena (usufructuario, superficiario, uso y habitación, 
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etc.), tampoco existirá precariedad cuando se ha cumplido el plazo del contrato 
de arrendamiento, como lo establece el artículo 1700º del Código Civil; es 
decir, para ser considerado como precario debe darse la total ausencia de 
vínculo jurídico entre el precario y el titular de derecho sobre el inmueble. (p. 
206). 
De acuerdo a lo citado por los autores de la referencia, se desprende que no es 
posible sostener que la ocupación precaria se configura solo cuando no existe 
título de propiedad, sino que debe entenderse a la ausencia absoluta de 
cualquier circunstancia que justifique una posesión. En consecuencia, no debe 
existir vínculo jurídico entre el precario y el titular de derecho sobre el inmueble; 
y, si existiría, el mismo debe estar “fenecido”. 
En el caso en concreto, el demandado negó tener la condición de ocupante 
precario, sosteniendo que pagaba arriendos por la ocupación que ejercía sobre 
el inmueble, por lo que su ocupación era legítima. En ese escenario, la 
determinación de ocupante precario del demandado conlleva analizar si un 
contrato de arrendamiento justifica la ocupación del bien por ser “título de 
posesión”. 
Respecto al título, Palacios (2008) opina: 
En un sentido intrínseco, el título es el derecho que se tiene sobre la cosa. En 
sentido extrínseco, se denomina título al documento que evidencia la forma 
como se adquirió la propiedad de un determinado bien. Es la justificación del 
derecho y prueba una relación jurídica real, esto es entre una persona con una 
cosa determinada”. (p. 47) 
Como nuestro ordenamiento jurídico no regula qué es lo que se entiende por 
título, esto ha sido interpretado por los órganos jurisdiccionales de distintas 
maneras, llegando incluso a ser contradictorias entre sí.  
Frente a esta problemática, hubo una necesidad de convocar a un Pleno 
Casatorio para efectos de dejar establecido en qué supuestos se está frente a 
un ocupante precario. 
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De esta manera, actualmente se tiene un Cuarto Pleno Casatorio Civil, dado en 
la sentencia de Casación N° 2195-2011, en el cual se establecieron diversos 
supuestos de ocupación precaria como doctrina jurisprudencial vinculante.  
Que, este pleno Casatorio parte de la concepción que una persona tendrá la 
condición de ocupante precario cuando ocupe un inmueble ajeno, sin pago de 
renta y sin título para ello; o, cuando dicho título no genere ningún efecto de 
protección para quien lo ostente frente al reclamante por haberse extinguido el 
mismo.  
Es así que se regulan los siguientes supuestos de posesión precaria5: 
- En el supuesto de resolución extrajudicial de un contrato al amparo de lo 
dispuesto por los Artículos 1429° y 1430° del Código Civil, porque en ellos 
se estaría frente a un título que feneció. 
- En el supuesto de un contrato de arrendamiento indeterminado que haya 
vencido, pero siempre que exista un requerimiento de la devolución del 
inmueble; y, pese a esa solicitud el arrendador continúa en posesión del 
predio, conforme al Artículo 1704° del Código Civil. 
- Si en el trámite de un proceso de desalojo, el Juez advierte la invalidez 
absoluta y evidente del título posesorio, conforme lo prevé el Artículo 220° 
del Código Civil. 
- En la enajenación de un bien arrendado, cuyo contrato no hubiera estado 
inscrito en los registros públicos, hace que el arrendatario sea precario 
respecto del nuevo dueño, salvo que el adquirente se hubiere comprometido 
a respetarlo. 
- La mera alegación del demandado de haber adquirido la propiedad del 
inmueble mediante la usucapión no es suficiente, sino que el Juez deberá 
de valorar las pruebas en las cuales sustenta el derecho invocado. 
Desde mi punto de vista, la determinación de la condición de precaria de la 
demandada requiere de la aplicación de unas de las reglas jurisprudenciales 
                                                          
5 Casación N° 2195-2011-Ucayali. 
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del Cuarto Pleno Casatorio, consistente en que “Una persona tendrá la 
condición de precario cuando ocupe un inmueble ajeno, sin pago de renta y sin 
título para ello, o cuando dicho título no genere ningún efecto de protección 
para quien lo ostente, frente al reclamante, por haberse extinguido el mismo”. 
Conforme a la mencionada regla y tal como ya se ha mencionado a lo largo del 
presente informe, es erróneo sostener que se incurre en ocupación precaria 
cuando no se tenga título de propiedad, siendo correcto sostener que la 
alegación de condición de precario requiere de una ausencia absoluta de 
cualquier circunstancia que justifique el ejercicio de la posesión. 
En este sentido, lo que se busca con la acción de desalojo es solo otorgar 
protección jurídica a quien tiene derecho a poseer el inmueble que se estaría 
reclamando, no siendo posible otorgar dicho amparo perjudicando el derecho 
de una persona que sí podría ocupar el inmueble. 
Asimismo, el mencionado Pleno Casatorio, establece que "Cuando se hace 
alusión a la carencia de título o al fenecimiento del mismo, no se está refiriendo 
al documento que haga alusión exclusiva al título de propiedad, sino a cualquier 
acto jurídico que le autorice a la parte demandada a ejercer la posesión del 
bien, puesto que el derecho en disputa no será la propiedad sino el derecho a 
poseer". 
Atendiendo a la alegación de un contrato de arrendamiento a favor de la 
demandada, debo indicar que efectivamente, el demandado con los elementos 
probatorios que obran en el expediente a fojas 62 al 65; y, del 73 al 80, 
consistentes en recibos de pago de arriendos del inmueble, acreditó tener la 
calidad de arrendatario de los anteriores propietarios sucesión de Alfredo Ruíz 
Huidoro y la Cia Urbana de Rentas Perú S.A. 
Si bien de autos no se verifica el documento que acreditaría el vínculo 
contractual que da lugar al arrendamiento sobre el bien, no es menos cierto que 
éste es un acto jurídico que para su constitución no requiere de la observancia 
de alguna formalidad por cuanto la ley así no lo establece, siendo suficiente 
solo lo previsto en el Artículo 140° del Código Civil. 
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Por tanto, al no existir contrato, mal podemos decir que se está frente a un 
arrendamiento de duración determinada, presumiendo que es uno 
indeterminado, lo que significa que dicho contrato, pese a su duración, puede 
ser concluido, como así lo dispone el Artículo 1703° del Código Civil, sea 
mediante aviso judicial o extrajudicial. 
Que, en el caso en concreto se tiene la accionante cursó carta notarial a la 
demandada poniendo fin a toda relación contractual que hubiera podido existir 
con relación al bien inmueble, por lo que sí es posible sostener que el contrato 
de arrendamiento de duración indeterminada a favor del demandado concluyó. 
En tal sentido, se está frente a un contrato de arrendamiento que concluyó, 
siendo un supuesto de título fenecido como en su oportunidad fue establecido 
por el Cuarto Pleno Casatorio Civil, de la siguiente manera: 
“También constituirá un caso de título de posesión fenecido, cuando se 
presente el supuesto previsto por el artículo 1704° del Código Civil, puesto que 
con el requerimiento de conclusión del contrato y devolución del inmueble se 
pone de manifiesto la voluntad del arrendador de poner fin al contrato. Dicha 
comunicación debe ser indubitable, de lo contrario, dará lugar a que la 
demanda de desalojo por precario se declare infundada”. 
En este sentido, si asumimos que el demandado cuenta a su favor con un 
contrato de arrendamiento, con la remisión de la carta notarial se concluyó el 
mismo, por lo que la ocupación que ejerce ya no estaría justificada, estando en 
un supuesto de “ocupante precario”. Consecuentemente, tiene la obligación de 
restitución del bien reclamado a cargo de la empresa accionante porque ésta 
acreditó debidamente tener la condición de propietaria sobre el bien inmueble; 
en tanto, que el contrato de arrendamiento del demandado es un supuesto de 








 Como ya se manifestó, personalmente concluyo en que el demandado 
tiene la condición de precario por el supuesto de contar con un contrato 
de arrendamiento fenecido, esto al amparo de lo dispuesto en el Artículo 
1704° del Código Civil. 
 Expreso mi conformidad con la sentencia de segunda instancia, por 
cuanto considero que dichos magistrados se encargaron de aplicar e 
interpretar correctamente las disposiciones normativas aplicables a este 
caso, adoptando una decisión luego de una valoración en conjunto de 
los medios probatorios. 
 Considero que fue errada la decisión de la Corte Suprema por 
fundamentar su decisión sosteniendo que la carta notarial que remitió en 
su oportunidad el demandante constituía solo un aviso extrajudicial para 
dar término al contrato de arrendamiento; y como el Artículo 1703° del 
Código Civil no establecía que la desocupación era un supuesto de 















Atendiendo a lo resuelto por los órganos jurisdiccionales que tuvieron la 
oportunidad de pronunciarse como consecuencia de los diversos medios 
impugnatorios que las partes interpusieron en su oportunidad, se pone en 
evidencia la necesidad de lograr comprender en “unanimidad” la concepción de 
ocupante precario. 
Si bien, actualmente contamos con un Pleno Casatorio Civil, que se encargó de 
unificar el criterio y la concepción de poseedor precario, no es menos cierto que 
pese a ello se evidencia aún cierta confusión por parte de los abogados, a 
quienes se les recomendaría que conozcan y estudien los alcances que brinda 
dicho precedente vinculante a efectos de evitar crear confusión en los órganos 
jurisdiccionales sobre su conceptualización y configuración. 
En este orden de ideas, considero oportuno expresar mi conformidad al 
concepto de precario que brinda el pleno casatorio mencionado, consistente en 
que debe entenderse por ocupante precario a aquel sujeto que ocupa un bien 
inmueble ajeno, sin pago de renta, y sin título; o, aún teniéndolo, el mismo no 
genere ningún efecto de protección en la ocupación. 
Con ello, se evidencia que la acción de desalojo recae sobre bienes inmuebles; 
y, que para ser considerado precario se debe verificar que no se pague renta 
alguna, aún así no se cuente con contrato escrito. Además, que el poseedor del 
bien no deba contar con título que justifique su ocupación; y, si lo tenía, el 
mismo resulte ser ineficaz. 
De esta manera, evidentemente, mi alcance de ocupante precario permitiría 
sostener que el demandado de este proceso tiene dicha condición y que por 
tanto tenía la obligación de restituir el bien inmueble objeto del proceso. Sin 
embargo, esto no fue compartido por la Corte Suprema, quien optó por 
confirmar la sentencia apelada que declaró infundada la demanda, al 
interpretar que del Artículo 1703° del Código Civil no dispone que el 
arrendatario se convierta en precario, afirmación superada hoy en día por el 
aparto brindado por resolución judicial vinculante. 
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El presente expediente se advierte la solicitud de Fanny Ramírez Quiroz hacia 
LAN PERÚ S.A., para que ésta le brinde información respecto a reclamos 
realizados en contra de dicha empresa. Asimismo, la emplazada considera que 
no está obligada a entregar lo solicitado debido a que no tiene la calidad de 
entidad que ejerce función administrativa y, por tanto, la solicitud de la 
demandante no es válida. 
En ese sentido es bueno recordar que un proceso constitucional se encarga de 
la protección de derechos fundamentales y la supremacía constitucional. Ahora 
bien, sobre el proceso de hábeas data este busca resguardar y asegurar el 
acceso a la información pública que tienen las entidades públicas, así como 
también la protección del derecho a la autodeterminación informativa. 
En efecto, el hábeas data por un lado tiene la misión de respaldar a los 
ciudadanos que deseen contar con información que se encuentre en una 
entidad pública para que pueda obtener dicha información sin ningún tipo de 
restricción, salvo lo que prohíbe la Ley de Transparencia. 
“Como todo derecho fundamental, la información posee un elemento 
constitutivo que le da sentido a su tutela constitucional, componente conocido 
como su contenido esencial (…). En caso de la información (…) su contenido 
esencial se halla en la autenticidad de lo que se señala, no refiriéndose 
estrictamente a una verdad indudable e incuestionable, sino más bien a una  
actitud idónea de quien informa en la búsqueda de la verdad, venerando lo que 
se conoce como la obligación de actuar diligentemente, y a contextualizarla de 
manera conveniente; es decir, se busca proteger la verosimilitud de la 
información" Expediente No. 6712-2005-HCTC - Pleno del T.C. 
En el caso materia de análisis, la discusión se da en que la demandada no es 
una entidad pública, sino una entidad de derecho privado y, por lo cual, no 
tendría obligación de otorgar la información que pide la demandante. No 
obstante, para el Tribunal Constitucional, si bien la naturaleza de la demandada 
es privada, si ejerce función administrativa o presta servicios públicos si 
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I. SÍNTESIS DE LA DEMANDA 
 
El 04 de enero de 2007, Fanny Ramírez Quiroz, interpuso demanda de hábeas 
data contra la empresa LAN PERÚ S.A., con el objetivo que se le ordene a la 
demandada que otorgue la información relacionada con el carácter 
administrativo del servicio público aéreo que brinda respecto a: a) El tipo o 
naturaleza de los reclamos, b) El N° de reclamos solucionados por la empresa 
en los últimos dos años y, c) El N° de reclamos no solucionados, derivados a 
otras instancias o instituciones en los últimos 2 años. 
 
Señaló como fundamentos de hecho de su demanda:  
1) Que, el 06 de diciembre de 2006, la accionante se apersonó a las 
instalaciones de la mesa de partes de la demandada y mediante documento 
solicitó información relacionada con el carácter administrativo de la empresa 
consistente en el tipo o naturaleza de los reclamos, el N° de reclamos 
absueltos en los últimos dos años y el número de reclamos sin resolver 
remitidos a otras instancias o entidades en el mismo lapso de tiempo. No 
obstante, personal de la empresa se negó a recibir la solicitud, 
argumentando no tener orden de proporcionar la información requerida.  
2) Que, ante dicha negativa, el 13 de diciembre de 2006 reiteró su solicitud de 
información mediante un nuevo documento, el cual esta vez, si fue 
recepcionado por la mesa de partes de la empresa demandada. Sin 
embargo, han transcurrido diez días sin obtener respuesta alguna a su 
solicitud, configurándose lo dispuesto por el art. 62° del Cód. Proc. Const., 
atentando contra su derecho a la información.  
3) Que, el TUO de la Ley 27806, Ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública, establece en su artículo 9° que las empresas sujetas al 
régimen privado que brindan servicios “Están obligadas a informar sobre las 
características de los servicios públicos que brinda, sus tarifas y sobre las 
funciones administrativas que practica”. En la misma línea, el art. 2° inc. 5, 
establece “A pedir sin manifestar causa la información que necesite y a 
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obtenerla de cualquier entidad pública, en el tiempo establecido en la ley y 
en el costo que tenga el pedido”. 
4) Que, lo solicitado a la demandada está relacionada con el servicio público 
que brinda y con la función administrativa que ejerce, ya que la demandada 
presta el servicio de transporte aéreo del cual se generan reclamos, los 
cuales son tramitados administrativamente en su propia institución.    
5) Que, su solicitud de información no atenta contra la intimidad personal de 
los beneficiarios del servicio de transporte aéreo protegido por la 
Constitución, ya que su solicitud está referida a la información estadística de 
la función administrativa que ejerce la demandada en relación al servicio 
público que presta, conforme lo señala el art. 9° de la Ley 27806. 
Cita como fundamentación jurídica: 
1) Art. 62º del Cód. Proc. Const. 
2) Art. 9º del TUO de la Ley Nº 27806, Ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública, D.S. Nº 043-2003-PCM. 
3) Art. 2º. 5 de la Const. Política del Perú 
Ofreció en calidad de medios probatorios: 
1) Original de la solicitud de información de fecha 06/diciembre/ 2006. 












II. SUMARIO DEL ESCRITO DE CONTESTACIÓN 
 
El 14/02/07, la Dra. Desireé Orsini Wisotzki, Apoderada de LAN PERÚ S.A., se 
apersonó a la instancia y contestó la demanda negándola y contradiciéndola en 
todos sus extremos, solicitando que la misma se declare Improcedente. Para 
ello, sustentó su contestación en los fundamentos de hecho y de derecho que 
se exponen: 
1) Es cierto que la demandante ha solicitado determinada información 
relacionada a los servicios de transporte aéreo que presta LAN PERÚ, sin 
embargo, de acuerdo al art. 9° del T.U.O. de la Ley N° 27806, se ha 
establecido un límite objetivo respecto a la clase de información que LAN 
PERÚ estaría obligada a brindar. En efecto, LAN PERÚ, como persona 
jurídica que presta servicios públicos, solo está obligada a otorgar a 
terceros información que tengan que ver con: i) las características de tales 
servicios públicos, entendiéndose entre estos las rutas, frecuencias y 
horarios de los respectivos vuelos; y ii) sus tarifas. Todo ello, se encuentra 
simplemente descrito y detallado en la pág. web de la empresa. 
2) Que, contrariamente a lo sostenido por la demandante, LAN PERÚ, no 
ejerce función administrativa alguna, al no haberle el Estado delegado o 
autorizado tal atribución, como sí sucede con otras empresa privadas que 
prestan servicios públicos (por ej. empresas que brindan suministro de 
energía, agua potable y telecomunicaciones). 
3) Que, conforme a lo señalado en los art. 67° y 71° de la Ley del Proc. Adm. 
Gral, Ley 27444, las entidades pueden delegar o encargar la gestión de 
determinadas actividades a personas jurídicas no estatales siempre que ello 
se realice con respeto al derecho administrativo. En ese sentido se ha 
señalado que “las entidades pueden delegar el ejercicio de competencia 
conferida a sus órganos en otras entidades cuando existan circunstancias 
de índole técnica, económica, social o territorial que lo hagan conveniente”. 
(Art. 67°.1). Además, “Por norma con rango de ley, puede autorizarse a las 
entidades a efectuar encargos de gestión a personas jurídicas no estatales, 
cuando razones de índole técnico y presupuesto lo determinen bajo los 
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mismos vocablos previstos en este art., dicho encargo deberá realizarse 
con sujeción al D° Adm.”. (Art. 71°). 
4) Que, puede colegirse que para poder ejercer función administrativa se 
requiere norma legal expresa autoritativa en ese sentido, lo que no sucede 
en el servicio público de transporte aéreo, por lo que LAN PERÚ, no puede 
proporcionar información de una actividad que no realiza. 
5) Que, la entidad competente por ley para conocer reclamos de esa 
naturaleza es la Comisión de Protección al Consumidor del Instituto 
Nacional de Defensa de la Competencia y de la Protección de la Propiedad 
Intelectual, organismos que debe mantener registrado el récord de los 
eventuales reclamos que se hubieren presentado contra LAN PERÚ por los 
servicios prestados a sus usuarios, por lo que la demandante debe recurrir 
a dicha entidad pública a fin de solicitar la información requerida. 












III. CONCORDANCIAS Y CONTRADICCIONES ENTRE LOS 
HECHOS AFIRMADOS POR LAS PARTES 
Concordancia 
 El demandante solicitó información relacionada con servicios de 
transporte aéreo de LAN PERÚ. 
 
Contradicciones 
 LAN PERÚ no ejerce función administrativa alguna, dado que el Estado 

















IV. ÓRGANOS JURISDICCIONALES 
 
RESOLUCIÓN DE JUZGADO 
El 29 de agosto de 2007, el Cuadragésimo Primer Juzgado Civil de Lima, 
emitió su fallo y Resolvió declarar FUNDADA la incoada, por tanto ordenó que 
la empresa emplazada, entregue al recurrente copia de la información 
solicitada dentro del plazo de 02 días de notificada con el fallo. 
La decisión del Juzgado estuvo basada en los siguientes fundamentos: 
 Que, conforme con las cartas anexadas a la demanda, la accionante 
ha acreditado haber cumplido con efectuar el requerimiento de 
información exigido por la ley. 
 Que, la Ley 27806, en su art. 2° entiende como entidades de la Adm. 
Pub. a las mencionadas en el art. I del T. P. de la Ley 27444, la cual 
comprende en su inciso 8 a “Las empresas bajo el régimen privado 
que brindan servicios públicos o realizan función administrativa en 
virtud de la concesión, delegación o autorización del Estado”. El art. 
3° de dicha ley, señala que todas esas entidades  deben respetar el 
principio de publicidad, debiendo otorgar la información 
correspondiente al área de su competencia, debiendo prever una 
idónea infraestructura, organización y sistematización de la 
información.  
 Que, además se observa que la información requerida se encuentra 
dentro de la ley y no afecta la intimidad de la demandada, ni está 
prohibida por la ley. 
 Por otra parte, el hecho de que se haya comprendido en la ley, a las 
personas jurídicas privadas que brindan Serv. Pub., refleja la 
voluntad de la ley y del Estado, de generar mayor transparencia en 
la celebración de los contratos y acceso a la información manejada, 
ya no solo por el Estado, sino por entes privados que prestan 
servicios públicos, a la cual no puede sustraerse ninguna entidad de 
esas características, por cuanto la información que debe 
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proporcionar, debe ser completa para permitir la toma correcta en la 
decisión del usuario, de contratar los servicios que presta.  
 Que, el derecho a la información constituye un Derecho Humano, 
que conforme a los principios pro libertate y pro homine, debe ser 
entendido en su forma más amplia y no restringida, a fin de 
garantizar su plena vigencia.  
 Que, la información solicitada se encuentra dentro de ese marco, ya 
que no constituye información prohibida por ley y a la vez le permite 
a la persona adquirir un conocimiento de la calidad de un servicio 
prestado por la empresa particular prestadora de un Serv. Pub., de 
importancia relevante y decisiva en la correcta toma de su decisión. 
 Que, no se afecta a la empresa demandada, ya que su obligación es 
ofrecer calidad y el derecho del usuario es exigir calidad para hacer 
uso de un servicio por lo que desde esta perspectiva, también 
resulta atendible el pedido de la accionante. 
 
Recurso impugnatorio  
No estando de acuerdo, la parte demandada el día 04/10/07, impugnó la 
resolución. Ante ello, por Res. Nº 10 de fecha 10 de octubre de 2007, se 
declaró inadmisible el recurso interpuesto y se concedió tres días a fin de que 
se subsane, esto debido a que se incumplió con adjuntar el pago de arancel 
judicial. Por ello, con escrito del día 25/octubre/07, se corrigió la omisión, y con 
Res. Nº 11 del 26/10/07, el Cuadragésimo Primer Juzgado Civil de la C.S.J.L. 
concedió el recurso con efecto suspensivo y ordenó elevar los auto. 
En el medio impugnatorio interpuesto por LAN PERÚ se argumentó que la 
sentencia les causaba un grave perjuicio debido a que estima el contenido de 
la demanda sin considerar que esta no advierte el requisito de procedencia 
establecido en el art. 62° del Cod. Proc. Const. Además, al declararse fundada 
la demanda, se les ordenó proporcionar a la accionante información sobre los 
reclamos que existen sobre el servicio que prestan, sin embargo, LAN PERÚ 
no es competente como sede administrativa para conocer tales reclamos. 
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Por lo tanto, se solicitó que se conceda el recurso y se tramité conforme a ley 
con el fin que el Superior, revoque la sentencia apelada y, modificándola, 
declare improcedente o infundada la demanda.  
Elevado el recurso y los actuados, mediante Resolución Nº 1 del 17/01/08, la 2° 
Sala Superior de la C.S.J.L. solicitó que las partes, dentro del término de 3 
días, cumplan con señalar los agravios. 
De esta forma, el 06 de febrero del 2008, la empresa demandada LAN PERU 
S.A., debidamente representada, cumplió con expresar agravios. 
 
Resolución de Sala Superior 
El 08 de mayo de 2008, la Segunda Sala Civil de la C.S.J.L.,  REVOCÓ la 
sentencia apelada que declaró Fundada la demanda y MODIFICÁNDOLA, la 
declaró IMPROCEDENTE. 
Su fallo se justificó en los siguientes fundamentos: 
 Que, el art. 62° del Cod. Proc. Const. señala como presupuesto 
especial de la demanda que el accionante preliminarmente reclamara 
con documento de fecha cierta, la no vulneración de sus derechos y 
que el demandado sostenga su rechazo ante lo solicitado dentro de 
un determinado lapso de tiempo. 
 Que, al amparo de la norma citada, se observa que la accionante 
solicitó la información objeto de la demanda, más no reclamó el 
respeto de los derechos tutelados, a través de las instrumentales 
correspondientes. Ante la característica prenotada cabe concluir que 
la demanda resulta improcedente al no haberse efectuado el 
requerimiento de información exigido por ley.  
 Que, ante la deficiencia prenotada no resulta válido prescindir de 
dicho requisito ya que la accionante no ha acreditado que la exigencia 




Recurso de agravio constitucional 
Contra lo resuelto, la demandante el 03 de julio del 2008, interpuso recurso de 
agravio constitucional, el mismo que fue concedido y elevado al T.C. mediante 
Resolución Nº 4 del 10 de julio del mismo año. 
La demandante basó su recurso en indicar que la decisión de expresar la 
improcedencia de la demanda le está vulnerando su libertad de acceso de 
información, omitiendo lo señalado en el artículo 62º del Código Procesal 
Constitucional. Asimismo, la tutela de derecho lleva implícito la entrega de 
información, pues nadie reclama un derecho, sino que este se concrete en la 
realidad. Finalmente, la información fue solicitada y ante la negativa se 
presentó una carta notarial, pero fue negada, nuevamente, produciéndose la 
afectación del derecho reclamado. 
 
Sentencia del Órgano Supremo Constitucional 
 Finalmente el 30 de septiembre de 2008, la Sala Primera del T.C. 
expidió sentencia y resolvió Declarar FUNDADA la demanda al haberse 
acreditado la vulneración del derecho de acceso a la información pública.  
 En consecuencia ordenó a la Empresa LAN PERÚ, que proporcione a la 
recurrente la información completa preexistente sobre:  
1) El tipo o naturaleza de los reclamos que se hayan interpuesto; 
2) El N° de reclamos atendido; y,  
3) El N° de reclamos no atendido, transferidos a otras instancias o 
instituciones en los 2 últimos años;  previa cancelación del importe 
correspondiente para su emisión, de acuerdo a lo establecido por el art. 
13° del Reg. de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública. Asimismo, ordenó que en ejecución de sentencia se establezca 
el monto por costas y costos del proceso. 
Su decisión estuvo basada en lo siguiente: 
 Que, la razón del autor de la norma al establecer como prepuesto 
procesal el presentar una solicitud de información 
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mediante documento de fecha cierta no implica entender el citado 
documento tal cual lo señala la norma procesal civil, pues hay 
situaciones en los cuales no es necesario que el demandante 
cumpla con esta carga procesal a fin de que su derecho reciba una 
justa tutela, pues se comprende que hay otros dispositivos que 
pueden establecer una plena certeza en el juzgador; en ese sentido, 
el Tribunal precisa que el documento ofrecido por la recurrente, en el 
que se ve una firma y sello de la entidad demandada, es un 
documento que crea certeza al juzgador de que existió dicho 
documento y sobre la finalidad del mismo, como es la de poner en 
conocimiento en determinada fecha a los demandados de la 
existencia de la solicitud de información que se les está realizando. 
Así queda acreditado que la demandante observó el presupuesto 
especial de la demanda establecido en el art. 62° del Cod. Proc. 
Const. 
 Que, el derecho fundamental de acceso a la información pública, es 
la posibilidad que tiene toda persona de pedir y acceder a la 
información que se encuentra en posesión, principalmente, de las 
entidades estatales. En relación al acceso a la información que 
tienen los entes no estatales, es decir, empresas de derecho 
privado, no toda la información que tengan está exenta de ser 
conocida, ya que de acuerdo al tipo de labor que desempeñan cabe 
la posibilidad  que tengan alguna de naturaleza pública, y por tanto 
exigible y conocible por el público en general. En consecuencia, las 
empresas a las cuales se les puede pedir esta información, son 
aquellas que, pese a encontrarse bajo el régimen privado, prestan 
servicios públicos o ejercen función administrativa de acuerdo con lo 
establecido en el inc. 8 del art. 1° de la Ley 27444. 
 Que, conforme a lo señalado en el Exp. Nº 00390-2007-PHD/TC, las 
empresas privadas que realicen servicios públicos o efectúan 
funciones administrativas se encuentran obligadas a informar sobre 
las características de los servicios públicos que prestan, sus tarifas y 
sobre las funciones administrativas que practican. Lo que admite que 
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la información accesible es la que consiste en esos tres aspectos y 
no otros, siendo este el campo de información que puede solicitarse 
a una empresa de derecho privado.  
 Que, el transporte aéreo, de acuerdo a la labor que desempeña en la 
sociedad, trasciende sobre el interés general, lo cual lo hace un 
servicio de naturaleza pública. En ese sentido, la  información que 
tenga relación con dicho servicio puede ser conocida por cualquier 
ciudadano que lo solicite, ya que su denegatoria configurarían un 
acto lesivo al derecho de acceso a la información. 
 Que, la información pedida por la demandante, está relacionada con 
la administración del servicio público que practica la demandada. 
Debe, en todo caso, establecerse que la información a entregar es 
de carácter preexistente, esto es, la que se encuentre en posesión 
de la emplazada contenida en documentos escritos, soporte 
magnético o digital o en cualquier otro formato; ello, en observancia 














3. Cuestionamiento primordial 
Conforme a lo pedido por el demandante y lo negado por la demandada, se 
instituye la siguiente interrogación: 
¿Las empresas de derecho privado que brindan servicios públicos ejercen 
función administrativa? 
 
4. Cuestionamientos Accesorios 
Atendiendo al pronunciamiento inhibitorio emitido en segunda instancia, surgen 
las siguientes preguntas: 
¿Cuáles son los límites del derecho de acceso de la información? 
¿Es esencial que en un  Proceso de Hábeas Data se cumpla con el 













VI. NORMAS APLICABLES AL CASO 
 
1. Reglas Jurídicas 
Del demandante: 
 Art. 62º del Código Procesal Constitucional. 
 Artículo 9º del TUO de la Ley Nº 27806, Ley de Transparencia y Acceso 
a la Información Pública, D.S. Nº 043-2003-PCM. 
 Art. 2º.5) de la Const. Política del Estado.  
Del demandado: 




a. El proceso constitucional 
URVIOLA (2014) considera que: “el derecho procesal constitucional forma un 
ordenamiento complejo de carácter adjetivo, pero que en atención a la 
naturaleza del ordenamiento sustantivo a cuya concretización sirve, esto es, la 
Constitución, debe ser interpretado e integrado atendiendo a la singularidad 
que éste presenta respecto al resto del ordenamiento jurídico”. (p. 41). 
 
b. Fin de los procesos constitucionales 
RIOJA (2015) indica que: “El proceso constitucional (…) su fin es velar por el 
correcto desarrollo del sist. constitucional, sea avalando el libre ejercicio de los 
derechos fundamentales, sea ordenando el desenvolvimiento de los órganos 
de Derecho Público”. (p. 140). 
 
c. Proceso de Habeas Data 
FIGUEROA (2017) manifiesta que: “El hábeas data, proceso previsto en los 
artículos 200º de nuestra Lex Legum y 61º de nuestro Código Procesal 
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Constitucional, traduce fundamentalmente dos derechos a ser protegidos: El 
derecho de acceso de información pública sin expresión de causa, y el derecho 
a la autodeterminación informativa”. (p. 165). 
 
d. Demanda de Habeas Data 
ARMAS (2015) señala: “(…) la presunta afectación de los derechos de acceso 
a la información pública o autodeterminación informativa deberán sustentarse 
en premisas que evidencien la afectación de su núcleo duro, a efectos de evitar 
que la demanda sea declarada improcedente”. (p. 23). 
 
e. Acceso a la Información Pública 
ACHULLI (2015) considera que: “(…) es entendido como un derecho individual 
que avala que nadie pueda ser impedido de acceder a la información que 
guarden, mantengan o elaboren las diversas instancias y organismos que sean 
del Estado, sin más restricciones que las establecidas como 




a. “De acuerdo al art. 9° del Cod. Proc. Const., en los procesos constitucionales 
no hay etapa probatoria. Sólo son admitidos los instrumentos que no 
requieren actuación, pero ello no significa que el juez no realice actividad 
probatoria que considere necesaria, sin afectar la duración del proceso. La 
ausencia de ésta etapa deriva del fin y objeto del proceso, ya que en él no 
se dilucida la titularidad de un derecho, sino sólo se restituye su ejercicio 
ante una vulneración notoriamente arbitraria o irrazonable. Por ello, para 
que se pueda emitir una titularidad del derecho constitucional que se invoca 
como afectado. Ello quiere decir que la titularidad del derecho cuya 
afectación o amenaza de vulneración se cita debe ser innegable e 
indubitable, y no discutida o incierta.”.  





b. “En el presente caso, se estima que el 23-01-14 (folio 3) el actor solicitó a la 
ONP información materia de la demanda. No obstante, tal requerimiento no 
tuvo respuesta pertinente por parte de dicha entidad. Ahora bien, para este 
T.C., lo antes expuesto demuestra que la demandada no efectuó la 
indagación de la información solicitada por el actor. Por tanto, está 
confirmada la violación de su derecho de autodeterminación informativa, 
pues se advierte una absurda omisión lesiva al citado derecho 
fundamental. Ante ello, cabe precisar que el alcance del proceso de habeas 
data de cognición o acceso a los datos personales solo se expresa 
respecto de la información que la entidad emplazada conserva en custodia, 
razón por la cual en la etapa de ejecución de la presente sentencia no se 
puede exigir a la ONP a crear información adicional a la que custodia”.  
  Expediente No. 00283-2015-PHD/TC. Lima, 12 de julio de 2017. 
Sentencia del T.C. 
 
c. “Cabe precisar que la ONP, a través de la contestación de la demanda, ha 
manifestado que la pretensión de la recurrente resulta materialmente 
imposible, pues solicita la búsqueda y entrega de más de 40 años de 
información laboral, sin siquiera haber precisado cuáles fueron los 
empleadores para los cuales laboró, ni haber demostrado que la ONP 
custodia la información que solicita”. 
  “Sin embargo, con fecha 31 de noviembre de 2015, la emplazada 
presentó copia fedateada digital (CD) del expediente administrativo de la actora 
(Expediente 00200024004), solicitando que se tome en cuenta el valor del 
contenido al momento de resolver.  
  A fojas 10 del expediente administrativo, se aprecia el certificado de 
trabajo emitido por la compañía Irrigadora de Piura Ltda; en el que se indica 
que la recurrente laboró desde el 1 de enero de 1956 hasta el 2 de diciembre 
de 1971; y, a fojas 11, obra el certificado de trabajo emitido por la Cooperativa 
Comunal de Trabajadores Viduque Ltda; que indica que el actor laboró allí 
desde el 1 de enero de 1974 hasta el 31 de diciembre de 1988. Ambos 
documentos en custodia de la ONP evidencian que la emplazada sí poseía 
información sobre el periodo solicitado por la actora. 
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  “En consecuencia, se advierte que la emplazada omitió la búsqueda 
oportuna de la información requerida por la recurrente, hecho que hubiera 
permitido darle a conocer si mantenía o no en sus bases de datos tal 
información. Esta situación, para este Tribunal, acredita claramente la lesión de 
su derecho fundamental, pues del requerimiento de la demandante no se 
evidencia pretensión alguna de reconocimiento de aportaciones, sino que se le 
dé a conocer los datos que la ONP custodia sobre sus aportes de enero de 
1950 a diciembre de 1992, en ejercicio de su derecho de autodeterminación 
informativa, y no de su derecho de acceso a una pensión”.  
  Expediente No. 00456-2014-PHD/TC. Lima, 20 de junio de 2017. 
Sentencia del T.C 
 
d. “En efecto, de lo actuado no se aprecia que, con anterioridad a la 
presentación de la presente demanda, el actor hubiera exigido el respeto 
de su derecho a la autodeterminación informativa, como sí lo hace a través 
del presente proceso. Queda claro, entonces, que la cuestión de Derecho 
contenida en el recurso de agravio constitucional carece de especial 
trascendencia constitucional, en tanto se trata de un asunto que no 
corresponde resolver en la vía constitucional, al no haberse cumplido con 
los requisitos previstos en la norma procesal correspondiente”.  
  Expediente No. 00525-2016-PHD/TC. Lima, 06 de marzo de 2017. 
Sentencia del T.C 
 
e. El habeas data es un proceso constitucional que posee como objeto la 
defensa de los derechos reconocidos en los incisos 5 y 6 del art. 2 de la 
Const. Política del Perú, según los cuales: “Toda persona tiene derecho: 
[...] 5. A requerir sin expresión de causa la información que demande y a 
recibirla de cualquier entidad pública, en el plazo legal, con el costo 
correspondiente. El límite es la información que afectan la intimidad 
personal y las que explícitamente se descarten por ley o por razones de 
seguridad nacional. {…} 6. A que los servicios informáticos, computarizados 
o no, públicos o privados, no provean informaciones que perturben la 
intimidad personal y familiar”.  
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  Expediente No. 04045-2015-PHD/TC. Lima, 19 de octubre de 2016. 
Sentencia del T.C 
 
f. “En conclusión, se debe sentenciar que la importancia del proceso de 
hábeas data de cognición o acceso a los datos personales solo se expone 
en relación a la información que la entidad emplazada tenga en su poder, 
razón por la cual en la etapa de ejecución de la presente sentencia no se 
puede constreñir a la ONP a crear mayor información a la que la 
demandante pida”.  
  Expediente No. 01431-2014-PHD/TC. Lima, 11 de marzo de 2015. 























La cuestión es discusión del presente proceso recae en los problemas que en 
el apartado anterior se han identificado, consistentes en:  
¿Las empresas de derecho privado que suministran servicios públicos ejercen 
función administrativa? 
¿Cuáles son los límites del derecho de acceso de la información? 
¿Es esencial que en un  Proceso de Hábeas Data se cumpla con el 
presupuesto previo de requerir la información con un documento de fecha 
cierta? 
A las empresas de derecho privado si se les pueden solicitar acceso a la 
información pública, si brindan servicios públicos o ejercen función 
administrativa, según el art. 1° inc. 8) de la Ley de Procedimiento Administrativo 
General. 
MORÓN (2011), señala: “(…) la función administrativa no es privativa de los 
condiciones estatales sino que asiste en su ejercicio también entidades 
privadas, como las que brindan servicios públicos propios (indirectos) mediante 
concesión, delegación de atribuciones (…) y algunos otros que despliegan 
servicios públicos impropios (educación, colegios profesionales, etc.…)”. (p. 
29). 
No obstante, vale precisar que las empresas de derecho privado que prestan 
servicios públicos  ejercen función administrativa debido a que califican como 
entidades de la administración pública y no como simple entes privados.  
Es así, que el autor citado, agrega: “(…) Las entidades de la Administración 
Pública tienen el deber de brindar la información solicitada si se refiere a la 
contenida en documentos escritos, fotografías, grabaciones, soporte magnético 
o digital, o en cualquier otro formato, siempre que haya sido creada u obtenida 
por ella o que se encuentre en su poder o bajo su control (…)”,  según lo 




Tal como se indicó, en el artículo citado las entidades de la Administración 
Pública tiene la obligación de ceder la información que se tenga en su poder; 
por ende, la información que solicitó la demandante debió ser entregada por 
LAN PERÚ sin cuestionamiento alguno ya que al ser una persona jurídica de 
derecho privado que brinda servicio público, y por ende, ejerce función 
administrativa.  
El derecho de acceso a la información es un derecho fundamental consagrado 
en el art. 2° inc. 5) de la Const. Política del Perú, el cual consiste que toda 
persona tiene derecho a pedir información, sin expresión de causa de la 
información que se desea y a obtenerla en el plazo correspondiente, es decir, 
brinda a toda persona la potestad en acceder la información que se halla en 
poder de entes estatales y no estatales, esto es empresas de derecho privado 
como la parte demandada en este caso, siempre que estén a cargo de 
servicios públicos como el de transporte público aéreo. 
Cabe señalar, que en reiterada jurisprudencia el T.C. indica que el derecho de 
acceso a la información pública es el medio para ejercer otras libertades 
fundamentales para todo sujeto de derecho. El máximo tribunal de justicia 
constitucional ha establecido: “(…) es un derecho individual, en ese sentido 
garantiza que nadie sea infundadamente impedido de acceder a la información 
que almacenen, conserven o fabriquen las diversas instancias y organismos 
que pertenezcan al Estado, sin más restricciones que las señaladas y que sean 
constitucionalmente legitimas. A través de este derecho se facilita que los 
individuos, apartadamente considerados, puedan trazar de manera libre, su 
proyecto de vida, pero también el pleno ejercicio y disfrute de otros derechos 
fundamentales. Desde esta perspectiva, (…) el derecho de acceso a la 
información se muestra como requisito o transporte para el ejercicio de otras 
libertades fundamentales, como puede ser la libertad de investigación, de 
opinión o de expresión (…)” (Exp. 1797-2002-HD/TC, La Const. comentada. 
Tomo I. Gaceta Jurídica. Lima. 2015. pág. 146). 
Pero como todo derecho fundamental, el derecho de acceso a la información 
pública, tiene ciertos límites, que hacen que este derecho no sea absoluto. 
Entre esas limitaciones tenemos la información que afecta la intimidad 
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personal, la seguridad nacional y otras excepciones que se exceptúan por ley. 
“Ciertamente, ni siquiera la situación de libertad preferida de la que goza el 
derecho de acceso de la información hace de un derecho constitucional que no 
logra ser objeto de limitaciones. Como se encarga de recordar el propio inc. 5) 
del art. 2 de la carta magna, su ejercicio no es incondicional, sino que está 
sujeto a limites o restricciones que derivan, ya sea de la necesidad de 
armonizar su ejercicio con otros derechos de la misma clase (v gr. Derecho a la 
intimidad personal), o bien por proteger bienes constitucionalmente relevantes 
(v. gr. la seguridad nacional) y siempre que estas hayan sido claramente 
previstas por ley”. (Exp. 1219-2003-HD/TC. La Const. comentada. Tomo I. 
Gaceta Jurídica. Lima. 2015. pág. 149). 
Por ende, las limitaciones que se encuentran en la Constitución conjuntamente 
con las que se encuentra en el art. 15° de la Ley N° 27806, Ley de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública, y en este caso, no limitan a la 
demandante a recibir la información que solicitó a LAN PERÚ, ya que en 
ningún aspecto, incurrió en alguna de ellas.  
El Hábeas Data es una garantía constitucional reconocida por la Constitución 
(artículo 200° inciso 3), la cual se basa en garantizar el libre acceso a la 
información, pero también al autodeterminación informativa, de allí que exista 
un hábeas data propio e impropio.  
CHANAMÉ (2011) explica que: “El Hábeas Data se define como aquel proceso 
constitucional urgente destinado a proteger, específica, y especialmente, el 
derecho de acceso a la información en poder de instituciones públicas, es 
decir, a pedirla y lograrla sin necesidad de expresión de causa y con el solo 
pago del costo del registro de la atención del pedido (…).” (p. 484).  
Para que dicha acción sea procedente, debe cumplir con un requisito especial 
que esta dado, cuando el demandante debe haber preliminarmente requerido, 
por documento de fecha cierta el acceso a la información, y pese a ello, el 
demandado se haya ratificado en su inobservancia o no conteste dentro de los 
10 días útiles posteriores a la presentación de la solicitud, según el art. 62° del 
Cod. Proc. Const.  
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En algunos casos, no se cumple este requisito, como se puede apreciar en el 
expediente analizado, en donde se cuestionó la validez del documento de 
fecha cierta, debido a que la demandante no reclamó el respeto de los 
derechos tutelados en el documento. Desde nuestro punto de vista, la 
observancia estricta de una formalidad, no debe evitar observar, la necesidad 
de una tutela efectiva ante la vulneración de un derecho fundamental, es decir, 
debe estar presente, el rol que desempeña la justicia constitucional, que debe 
garantizar la plena y efectiva vigencia de los derechos fundamentales. En 
reiterada jurisprudencia el Tribunal Constitucional ha señalado: “En aras de 
garantizar una segura eficacia de los derechos fundamentales, no debe 
pasarse por alto que la interpretación que se debe dar al art. 62° del Cod. Proc. 
Const, debe concertarse con una serie de principios esenciales, como es el pro 
actione, reconocido en el art. II del T. P. del citado cuerpo normativo. La 
presencia de este principio en nuestro ordenamiento procesal constitucional 
demanda a los juzgadores interpretar los requisitos y presupuestos procesales 
de acuerdo a lo que resulte mejor  a la plena efectividad del derecho 
reclamado, con lo cual,  frente a la incertidumbre, la decisión debe ir por la 
continuación del proceso y no por su extinción (…).” (Exp. N°02636-2009-
PHD/TC. Jurisprudencia extraída: Exégesis del Cod. Proc. Const. – Tomo II 
.Carlos Mesía Ramírez. Editorial Gaceta Jurídica. 2013, p.40). 
Tal como señala la sentencia del T.C., el principio pro actione se basa en exigir 
a los juzgadores a interpretar los requisitos y presupuestos procesales de la 
manera más idónea a la plena efectividad de los derechos reclamados; por lo 
cual, si bien es cierto la demandante cumplió con presentar el documento de 
fecha cierta aunque este no precisaba el derecho vulnerado; ello no debe 









 En el presente caso debo de mostrar mi aprobación a lo decidido por el 
T.C., dado que efectivamente LAN PERÚ S.A vulneró el derecho de 
acceso a la información de la demandante pues se negó rotundamente 
de entregar la información solicitada a pesar de que esta contaba con la 
misma, y que además se encontraba sujeta a cumplir con esta 
obligación, al estar bajo el régimen de entidades privadas que brindan 
servicios públicos. 
 Por otro lado, la información que solicitó la demandante no sobrepasaba 
los límites que se encuentran en la Constitución Política ni en la Ley de 
Transparencia y Acceso a la información. 
 Y este es un caso en el que se observa una característica propia de los 
procesos constitucionales que privilegian la defensa efectiva de los 
derechos fundamentales, antes que el cumplimiento de formalidades, 
considerando las observaciones que se realizó al documento de fecha 



















Las recomendaciones que surgen a raíz del presente caso, es el poder saber 
que el acceso a la información pública tiene límites pues solo aquella 
información que no vulnere la intimidad puede ser expuesta. Asimismo, si bien 
se considera que la información es pública debido a que la administran 
entidades públicas, también las personas jurídicas privadas pueden tener la 
obligación siempre que realicen actividad pública, como lo realiza LAN PERÚ 
S.A. 
Las empresas que están bajo un régimen privado deben tener en cuenta que si 
bien no tienen obligación de entregar información que tengan que su base de 
datos por significar información privada; si brindan servicios públicos o ejercen 
función administrativa, si tendrán información de interés público. En 
consecuencia, las entidades privadas deben tener la seguridad que no hay 
obligación para entregar información debido a que no ejercen función 
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